PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires manifiesta su preocupación por la escasez de mujeres en los primeros niveles de la estructura del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y organismos fuera de nivel, que contraviene las disposiciones de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Ley 474 y normas complementarias. 

Sr. Vicepresidente 1º: 


La igualdad de oportunidades entre mujeres y varones es una cuestión de justicia social y un aspecto central al considerar la calidad de la institucionalidad democrática.


Nos hemos referido en agosto de 2008 a la escasez de mujeres en posiciones de toma de decisión en el ámbito público local a través de la Declaración 344/2008, en la que la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires manifestó su voluntad de que los cargos que se encontraban vacantes en ese momento en los primeros niveles y organismos de la estructura del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, organismos descentralizados y fuera de nivel, fueran cubiertos por mujeres.

A ocho meses de aquella declaración, hemos realizado una consulta a la página web del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y un relevamiento telefónico consultando acerca de las personas que ocupan los cargos en el primer nivel de la estructura del gobierno y constatamos con preocupación la insuficiente presencia de mujeres en estas posiciones (ver Tabla 1 debajo). Esto forma parte de un seguimiento que realizamos desde la Comisión Especial de Igualdad Real de Oportunidades entre Mujeres y Varones acerca de la distribución de posiciones de responsabilidad según género. 


Las áreas ministeriales de la actual gestión de la ciudad están ocupadas casi exclusivamente por varones - con excepción del Ministerio de Desarrollo Social- y sucede lo mismo con la mayoría de los cargos gerenciales de los primeres niveles y los organismos fuera de nivel en los que se desagrega la administración local. Esta situación se agrava a la luz de la reciente renuncia de la Vicejefa de Gobierno, Lic. Gabriela Michetti, que deja a la Ministra María Eugenia Vidal como la única mujer en la máxima jerarquía del Poder Ejecutivo.
Tabla 1: Cargos de primeros niveles de la administración local según sexo. 

	Primeros niveles
	
	
	
	

	
	
	Mujeres 
	Varones 
	Total 
	Vac. 

	Vicejefa de Gobierno: 
	4
	6
	10
	 

	Cargo máximo: mujer
	 
	 
	 
	 
	 

	Jefe de Gabinete 
	4
	16
	20
	1

	Cargo máximo: varón 
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Amb. y Espacio Público 
	6
	24
	30
	 

	Cargo máximo: varón 
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Cultura 
	7
	9
	16
	 

	Cargo máximo: varón 
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Desarrollo Económico 
	2
	16
	18
	 

	Cargo máximo: varón 
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Desarrollo Social 
	6
	11
	17
	 

	Cargo máximo: mujer
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Desarrollo Urbano
	0
	24
	24
	 

	Cargo máximo: varón 
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Educación 
	5
	9
	14
	 

	Cargo máximo: varón
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Hacienda 
	6
	17
	23
	 

	Cargo máximo: varón
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Justicia y Seguridad 
	3
	20
	23
	2

	Cargo máximo: varón 
	 
	 
	 
	 
	 

	Ministerio de Salud 
	12
	23
	35
	1

	Cargo máximo: varón
	 
	 
	 
	 
	 

	Secretaría Legal y Técnica 
	0
	3
	3
	 

	Cargo máximo: varón 
	 
	 
	 
	 
	 

	Secretaría de Comunicación Social 
	1
	3
	4
	 

	Cargo máximo: varón 
	 
	 
	 
	 
	 

	Secretaría General
	0
	3
	3
	 

	Cargo máximo: varón 
	 
	56
	184
	240
	4

	
	
	23%
	77%
	100% 
	

	Fuente: http://www.buenosaires.gov.ar/  e información obtenida a través de consulta telefónica a las áreas al día 13 de abril de 2009. 

Nota: Al momento del relevamiento sólo había 2 mujeres en el máximo cargo sobre 14  áreas relevadas. Luego de la renuncia de la Vicejefa de Gobierno queda sólo una mujer ocupando un cargo máximo. 


El primer análisis de los números precedentes nos indica que sólo el 23% de los cargos de los primeros niveles del gobierno porteño están ocupados por mujeres. Además, notamos que las áreas en las que existe mayor asimetría entre varones y mujeres en estos niveles son: el Ministerio de Desarrollo Urbano, en el que no encontramos ninguna mujer entre 18 cargos; la Secretaría Legal y Técnica y la Secretaría General en las que no hay ninguna mujer entre 3 cargos en cada caso; el Ministerio de Desarrollo Económico, en el que 2 cargos entre 18 están ocupados por mujeres y el Ministerio de Justicia y Seguridad, en el que hay mujeres responsables de 3 cargos sobre 23. 
¿Por qué nos preocupa la ausencia de mujeres en los primeros niveles de la estructura de gobierno? Atendemos tanto a consideraciones normativas y como  a nuestra concepción de la justicia. Respecto de las primeras, resulta necesario recordar que nuestro país es signatario de diversos tratados internacionales, que tienen rango constitucional. Entre ellos, la Declaración Universal de Derechos Humanos establece que toda persona tiene derecho a participar del gobierno y de acceder a las funciones públicas de su país (artículo 21). Sobre este derecho en el caso de las mujeres, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer compromete a los Estados parte a tomar “todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a: (…) b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales” (artículo 7).  Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (aprobados en nuestro país por Ley 23.313/ 86) disponen que “Los Estados Partes se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto” (artículo 4º). Además, la Plataforma de Acción de la IV Conferencia Mundial de la Mujer de las Naciones Unidas, por su parte, exhorta a los gobiernos a adoptar medidas estratégicas con especial preocupación ante “la desigualdad entre la mujer y el hombre en el ejercicio del poder y en la adopción de decisiones a todos los niveles”.
En el ámbito local, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires garantiza la igualdad real de oportunidades y de trato entre varones y mujeres e incorpora la perspectiva de género en el diseño y ejecución de sus políticas públicas en su Capítulo Noveno. Asimismo, el artículo 38 establece que la Ciudad "estimula la modificación de los patrones socioculturales estereotipados con el objeto de eliminar prácticas basadas en el prejuicio de superioridad de cualquiera de los géneros" (art.38). De la misma forma, la ley 474 “Plan de Igualdad Real de Oportunidades y de Trato entre varones y Mujeres” establece la adopción de medidas concretas y puntuales cuyo objetivo es equilibrar las desigualdades históricamente construidas entre varones y mujeres. Recordamos que esta ley, en su artículo 3º,  define “discriminación de género” como “la existencia de leyes, actos jurídicos o administrativos, las ausencias o deficiencias legales o reglamentarias y las situaciones fácticas que impliquen distinción, exclusión o restricción y que tengan por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos y garantías de las personas, en razón de su género.” Además, en su artículo 11º establece el como área del Plan de Igualdad “Ciudadanía, poder y toma de decisiones” y señala que “En la temática referida a ciudadanía, poder y toma de decisiones deben desarrollarse políticas y acciones tendientes a: a. incluir la perspectiva de género en la elaboración y planificación de políticas referidas a la ciudadanía; b. incentivar la participación social y política de las mujeres en los más altos niveles de planificación y gestión de las políticas públicas y en la toma de decisiones políticas, sociales, económicas, culturales y de cualquier otra índole; c. garantizar la participación equitativa de varones y mujeres en todos los niveles de los Poderes, Instituciones y Organismos del Gobierno de la Ciudad mediante sistemas de cupo...”. 

  
En otro orden de cosas, destacamos que no suscribimos a versiones esencialistas que postulan que la incorporación de mujeres en los espacios de gobierno, en este caso en el Poder Ejecutivo, inmediatamente redundará en la atención de los intereses de todas las mujeres y en beneficios para todas ellas consideradas como colectivo. Más bien, nos impulsa una perspectiva que señala que algunos grupos sociales, entre ellos las mujeres, han sufrido desventajas sistemáticas como producto de relaciones sociales situadas en contextos históricos particulares. De modo que constituye una flagrante injusticia que los varones – blancos, propietarios, heterosexuales- monopolicen los espacios de la política institucional en virtud de un privilegio construido temporal y espacialmente. Así, comprendemos que la modificación de la composición de género de la política institucional es un requisito para un proyecto de profundización de la democracia.

La promoción de la igualdad de oportunidades y de trato entre varones y mujeres está estrechamente vinculada con la remoción de estereotipos y de prejuicios firmemente anclados en el sentido común que inciden en la asignación de roles y en las expectativas sociales sobre capacidades y habilidades diferenciales según género. Al respecto, estudiosos y estudiosas de la teoría política han señalado que uno de los argumentos a favor de las medidas de inclusión de mujeres en terrenos tradicionalmente masculinos -tal es el caso de los cargos ejecutivos- es que su presencia fomentaría la construcción de modelos alternativos de identificación femenina que, en un círculo virtuoso, impactarían en las posibilidades de acceso de las mujeres a los espacios de los que han estado históricamente ausentes  (Anne Phillips, The Politics of Presence. The Political Representation of Gender, Ethnicity and Race. Oxford: Oxford University Press, 1995). Otro argumento convincente para promover activamente la intervención femenina en ámbitos de relevancia política y social es que la presencia de una masa crítica de mujeres permite la visibilización y el debate acerca de necesidades y de experiencias que han estado excluidas de de los espacios de la política institucional (Iris Marion Young, Justice and the Politics of Difference. Princeton: Princeton University Press, 1990).

Ya hemos sostenido que la incorporación de la perspectiva de género en la política pública no sólo requiere tomar en consideración las diferencias entre mujeres y varones en cualquier actividad o ámbito social; además, implica tomar medidas correctoras de la desigualdad detectada en distintos espacios, en este caso en el ámbito del gobierno local.
Una política de promoción de la igualdad entre los géneros involucra la designación en posiciones de toma de decisión tanto a mujeres como a varones con el objetivo de incluir a integrantes de un colectivo tradicionalmente relegado en el ejercicio de la función pública. 

Por todos estos motivos consideramos alarmante que el Poder Ejecutivo, en uso de su prerrogativa de designar a las y los funcionarios de su gestión, no haya convocado a un mayor número de mujeres, atendiendo a los principios constitucionales, a la normativa anteriormente citada y a una noción elemental de justicia de género. 


Por lo expuesto, se solicita la aprobación del presente proyecto.
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